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	Honorable Cámara de Diputados

 Provincia de Buenos Aires




El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

Ley:

ARTÍCULO 1º.- Defensores Oficiales en el Fuero Contencioso Administrativo. Créanse los siguientes cargos de Defensores Oficiales del Ministerio Público especializados en el Fuero Contencioso Administrativo: 

a. Uno (1) en el Departamento Judicial Azul.

b. Uno (1) en el Departamento Judicial Bahía Blanca.

c. Uno (1) en el Departamento Judicial Dolores.

d. Dos (2) en el Departamento Judicial San Martín.
e. Uno (1) en el Departamento Judicial Junín.

f. Uno (1) en el Departamento Judicial La Matanza.

g. Cuatro (4) en el Departamento Judicial La Plata.

h. Uno (1) en el Departamento Judicial Lomas de Zamora.

i. Dos (2) en el Departamento Judicial Mar del Plata.

j. Uno (1) en el Departamento Judicial Mercedes.

k. Uno (1) en el Departamento Judicial Merlo.

l. Uno (1) en el Departamento Judicial Moreno-General Rodríguez.

m. Uno (1) en el Departamento Judicial Morón.

n. Uno (1) en el Departamento Judicial Necochea.

o. Uno (1) en el Departamento Judicial Pergamino.

p. Uno (1) en el Departamento Judicial Quilmes.

q. Uno (2) en el Departamento Judicial San Nicolás.

r. Uno (1) en el Departamento Judicial Trenque Lauquen.

s. Uno (1) en el Departamento Judicial Zárate-Campana.

ARTÍCULO 2º.- Creación de cargos. Autorícese al Poder Ejecutivo a crear los cargos necesarios para poner en funcionamiento los órganos creados por la presente ley que correspondan a magistrados, funcionarios y empleados. A tal efecto, el Poder Ejecutivo debe requerir a la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires las necesidades respectivas.

ARTÍCULO 3º.- Distribución. Las Defensorías Oficiales creadas por la presente ley deben ser establecidas en cada Departamento Judicial, en la ciudad cabecera y/o en los Municipios que determine el Defensor General de la Provincia de Buenos Aires, con intervención del ministerio a cargo de los asuntos de la justicia, sobre la base de:

a. El análisis de los índices de densidad poblacional y de litigiosidad; y

b. El proceso de descentralización de órganos jurisdiccionales de los distintos fueros que, por disposición legal o de la Suprema Corte de Justicia, se lleve a cabo en el territorio provincial.

ARTICULO 4º.- Modificación. Modifíquese el artículo 36 de la Ley 14.442, el que queda redactado de la siguiente forma:
“ARTÍCULO 36.- Fueros de actuación de los Defensores Oficiales. Sin perjuicio de la asignación específica a los fueros Civil y Comercial y de Familia, Contencioso Administrativo o Correccional que determine la Ley, el Defensor General de la Provincia, cuando fundadas razones de urgencia o de mejor servicio lo indiquen, podrá disponer, que en forma transitoria, los Defensores Oficiales se desempeñen en forma exclusiva o indistintamente con relación a uno o más de tales fueros.”

ARTICULO 5º.- Ordenación de texto legal. Autorícese al Poder Ejecutivo a ordenar el texto de la Ley 5.827 Orgánica del Poder Judicial (T.O. por Decreto 3.702/92), en función de las modificaciones introducidas por la presente ley.

ARTICULO 6º.- Adecuación presupuestaria. Autorícese al Poder Ejecutivo a efectuar en el Presupuesto General y Cálculo de Recursos para el ejercicio fiscal vigente las adecuaciones presupuestarias que resulten necesarias para el cumplimiento de lo establecido en la presente ley. 

ARTÍCULO 7º.- De forma. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos

Señor Presidente:

El presente proyecto fue elaborado por el colectivo Abogados por la Justicia Social (AJUS) de La Plata, Berisso y Ensenada. La iniciativa es recipiendaria de numerosos trabajos académicos producidos por diferentes especialistas en la materia. Todos esos aportes plantearon la necesidad de incorporar en la estructura del Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires las Defensorías Oficiales para litigar ante el Fuero Contencioso Administrativo a los efectos de garantizar el acceso de los sectores más vulnerables de nuestra sociedad a la justicia de referencia y permitirles el goce efectivo de sus derechos económicos, sociales y culturales.
En la Provincia de Buenos Aires, el servicio de defensa pública que el Estado brinda a sus ciudadanos es ejercido por la Procuración General ante la Suprema Corte de Justicia. La Constitución de la Provincia de Buenos Aires dispone en su artículo 189 que el Ministerio Público es desempeñado por el Procurador y Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia; por los Fiscales de Cámaras, quienes deben reunir las condiciones requeridas para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por los Fiscales, Asesores de Menores y Defensores de Pobres y Ausentes, quienes deben reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera instancia. El Procurador General ejerce la superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio Público.

Mediante la Ley 12.061, se incorporaron los cargos de Fiscal del Tribunal de Casación y Defensor del Tribunal de Casación. Con la reforma de la justicia de menores, y a partir de la creación, a través de la Ley 13.634 y modificatorias, del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil, se completó la estructura de la defensa pública con los Defensores para actuar ante el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil.
A fines de 2012, esta Legislatura sancionó la Ley 14.442 Orgánica del Ministerio Público -la que fue publicada en el Boletín Oficial del 23 de febrero de 2013- mediante la cual se derogó la Ley 12.061 y que –en breve síntesis- desdobló dicho organismo en razón de sus funciones de acusación y defensa, creando el cargo de Defensor General de la Provincia de Buenos Aires.

La Ley 5.827 Orgánica del Poder Judicial establece el asiento y competencia territorial de los Tribunales, Juzgados y Ministerio Público y en su en su capítulo II distribuye en los veinte Departamentos Judiciales en que se divide la Provincia de Buenos Aires, cargos de Defensores Generales Departamentales -20-; Defensores Criminales y Correccionales -232-; Defensores ante el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil -4-; Defensores ante los fueros Civil y Comercial y de Familia -80-; Asesores de Incapaces -43- y Asesores exclusivos para intervenir ante los Tribunales de Menores -9-.

Por su parte, la reforma constitucional bonaerense de 1994, estableció la creación de un nuevo Fuero Contencioso Administrativo para intervenir en la revisión de la actuación u omisión de las administraciones provincial y municipales –artículo 166 de la Constitución de la Provincia de Buens Aires-. En la actualidad, éste está integrado con al menos un juzgado de primera instancia por cada Departamento Judicial -a excepción de Mar del Plata, La Plata, San Martín y San Isidro, en los que se incorporaron más organismos- y por cuatro cámaras de apelaciones regionales -en los Departamentos Judiciales de La Plata, San Nicolás, San Martín y Mar del Plata-.

La transformación de la justicia administrativa provincial pensada por el constituyente en 1994 no pudo efectivizarse sino hasta diciembre de 2003 cuando se pusieron en marcha parcialmente algunos órganos del nuevo fuero, aumentando paulatinamente el número de juzgados y cámaras de apelaciones en todo el territorio bonaerense. Sin embargo, la reforma institucional realizada durante todos estos años no incorporó defensores oficiales dentro del esquema organizativo del Ministerio Público con competencia específica para actuar ante la nueva justicia administrativa.
Con el correr de los años y el desarrollo de la jurisprudencia del fuero quedó demostrado que la justicia contencioso administrativa es el lugar institucional donde muchos ciudadanas y ciudadanos de nuestra provincia han recurrido para intentar exigir la efectivización de derechos económicos, sociales y culturales. El proceso ante este fuero y la acción de amparo constituyeron los carriles más efectivos para su realización. 

En el actual estado de la defensa pública bonaerense, las personas sumidas en la pobreza e indigencia, con escasos recursos económicos y sociales, que deban exigir judicialmente ante el Fuero Contencioso Administrativo competente contra los estados provincial o municipales así como también contra las empresas prestatarias de servicios públicos y órganos públicos no estatales, en función del goce efectivo de sus derechos humanos básicos -salud, alimentación, vivienda, educación, etc.-, carecen de la asistencia jurídica gratuita, ya que, como se dijo, la normativa y la institucionalidad judicial vigente no le otorga tal competencia al Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires.

El acceso efectivo a la justicia administrativa por parte de personas carenciadas constituye una herramienta para efectivizar determinados derechos económicos, sociales y culturales.
El cumplimiento de las mandas constitucionales establecidas en los tratados internacional de derechos humanos insertas en nuestra Constitución Nacional requiere de un replanteo de las funciones que debe cumplir el derecho y el sistema judicial, en especial, las ramas dedicadas a la relación de la administración con los ciudadanos, esto es, el derecho administrativo y el derecho constitucional.
Los derechos económicos, sociales y culturales han sido protegidos expresamente por el derecho internacional a través de los tratados de protección de los Derechos Humanos -Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; Convención Americana de Derechos Humanos y Protocolo Adicional de San Salvador, los que en 1994, como dijimos, fueron incorporados al ordenamiento jurídico nacional en su misma cúspide.

En el contexto interamericano de protección de los derechos humanos, los derechos económicos, sociales y culturales son definidos como aquellos derechos fundamentales que posibilitan al individuo una calidad y nivel de vida adecuado a su naturaleza, reconociendo como tales los derechos al empleo, a la seguridad social, a la vivienda, a la educación, a la salud, a la alimentación, a la cultura, entre otros.

La situación nacional y regional nos impone el desarrollo de garantías eficientes para tutelar y efectivizar los derechos sociales de gran parte de la población bonaerense que se encuentra aún excluida de los beneficios que la comunidad reconoce a los incluidos en sus regulaciones y ámbito de socialidad formalizados. Estas técnicas o mecanismos de tutela de los derechos, destinados a lograr su efectividad,  pueden ser tanto institucionales -políticas o jurisdiccionales- como extrainstitucionales o sociales -acceso a la información y participación de la ciudadanía-. Así, tanto a nivel federal como en el ámbito bonaerense, la revisión judicial de las políticas públicas y la consiguiente efectivización de los derechos económicos, sociales y culturales es competencia de la justicia contencioso administrativa.
A partir de las reformas constitucionales de la década de 1990, fueron creados en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la jurisdicción provincial bonaerense nuevos organismos judiciales descentralizados con competencia material de derecho público para efectuar un control de la actividad pública del Estado, así como aquella que desarrollan empresas monopólicas prestadoras de servicios públicos, contratistas de grandes obras y personas públicas no estatales. La puesta en funcionamiento de estos tribunales permitió el desarrollo de una jurisprudencia de efectivo control de las políticas sociales de los Estados y de las acciones llevadas a cabo por grupos económicos a quienes el Estado les delegó funciones públicas. También favoreció la garantía de los derechos sociales en dicho ámbito judicial.

En la Provincia de Buenos Aires, hay una falta de tradición cultural sobre la posibilidad de judicializar los derechos sociales. Ello se debe, en parte, a la resistencia del propio Poder Judicial para resolver cuestiones de apariencia típicamente política y, en parte, al desconocimiento del sistema de derechos reconocidos en los tratados de protección de los derechos humanos. 

Ante ello, el sistema institucional debe tener el acompañamiento de un poder judicial que concrete la revisión de políticas públicas en materia económica, social y cultural en función de garantizar estos derechos fundamentales a la ciudadanía más desaventajada. Por esto, en esta etapa histórica de la Provincia de Buenos Aires, consideramos necesaria la creación de las Defensorías Oficiales para actuar ante el Fuero Contencioso Administrativo y asegurar, de esa manera, una institucionalidad y unas prácticas judiciales favorables a la vigencia plena de los derechos económicos, sociales y culturales de los estratos socialsmás carenciados de nuestra comunidad. 

En este sentido, la justicia contencioso administrativa, a pesar de no tener una legitimidad democrática de origen, posibilita prácticas concretas de toma de decisiones mediante procedimientos propios de la democracia deliberativa. El componente democrático de esta intervención está dado por la posibilidad de que cualquier ciudadano, sin importar su entidad o solvencia política o económica, pueda acceder a la justicia, entablar un atrito en dicho ámbito institucional y exponer sus argumentos en contra o a favor de una determinada decisión y/o medida institucional de carácter pública. Ello será posible, siempre que funcionen bien los órganos estatales de asesoramiento y representación jurídica gratuita que son el eje de esta propuesta.
El componente deliberativo se encuentra tanto en la estructura del propio proceso judicial como en la realización de audiencias públicas donde no sólo participan las partes sino dónde también intervienen terceros, interesados y amicus curiae.
Finalmente, destaco la labor de asistencia y asesoramiento jurídico llevado a cabo por Anibal Hnatiuk y el invalorable aporte de los compañeros del colectivo Abogados por la Justicia Social (AJUS) de La Plata, Berisso y Ensenada que elaboraron esta iniciativa.
Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros pares, el pronto tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley. 

